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H. CONGRESO DEL ESTADO
P R E S E N T E. –

La Comisión de Transparencia y Acceso a la Información Pública, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 64, fracción I de la Constitución Política del Estado de Chihuahua, los artículos 87, 88 y 111 de la Ley Orgánica, así como por los artículos 80 y 81 del Reglamento Interior y de Prácticas Parlamentarias, ambos ordenamientos del Poder Legislativo del Estado de Chihuahua, somete a la consideración del Pleno el presente Dictamen, elaborado con base en los siguientes:
A N T E C E D E N T E S
I.- Con fecha diecinueve de enero del año dos mil diecisiete, la Diputada María Isela Torres Hernández, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentó Iniciativa mediante la cual propone exhortar a la Secretaría de la Función Pública, a que se pronuncie legalmente sobre si las declaraciones presentadas por los miembros del gabinete del Poder Ejecutivo del Estado cumplen con los requisitos y datos exigidos por la ley.
II.- La Presidencia del H. Congreso del Estado, con fecha  veinticinco de enero del año dos mil diecisiete, y en uso de las facultades que le confiere el artículo 75, fracción XIII, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, tuvo a bien turnar a esta Comisión de Dictamen Legislativo la Iniciativa de mérito, a efecto de proceder al estudio, análisis y elaboración del dictamen correspondiente.
III.- La Iniciativa se sustenta en los siguientes argumentos:
“El día 17 del presente mes, el Titular del Poder Ejecutivo y los miembros de su gabinete presentaron su Declaración 3 de 3, para dar cumplimiento a su obligación legal y ética de garantizar, por un lado, el espíritu y normatividad el sistema nacional anticorrupción y, por el otro, el de fortalecer nuestro régimen democrático de transparencia y rendición de cuentas.

En vista de que dicho acto de presentación de declaraciones patrimonial, fiscal y de intereses es reciente, es prudente aguardar a que la Secretaría de la Función Pública revise si las declaraciones cumplen con los requisitos de realidad, probanza y honestidad de los sujetos obligados.

Sin embargo, es oportuno, pues se cuenta con la prueba expresada por una de las declarantes, de preguntarnos y de preguntar a la Secretaría de la Función Pública si la Declaración 3de3(sic) de la Secretaria de Innovación y Desarrollo Económico ALEJANDRA DE LA VEGA ARIZPE, presentada ante el Notario No. 4 del Distrito de Juárez, Lic. Eduardo Romero, con la presencia testimonial de la Secretaria de la Función Pública Rocío Steffany Olmos y del testigo César Ochoa Robles, con una supuesta representación de la sociedad civil (representación que no sabemos quién se la otorgó).

Declara la Secretaría(sic) de Innovación y Desarrollo Económico del Gobierno del Estado que no le es posible publicar la totalidad de los rubros que forman parte de la Declaración 3 de 3.

Argumenta que lo anterior obedece a una situación familiar, que no le permite publicar la información solicitada, sin más argumento que su dicho.

Una primera observación que sobresale es que la Declaración 3de3(sic) no se pública en ningún caso; debe presentarse en los términos solicitados, a sabiendas que la propia ley establece qué tipo de información es reservada y está protegida por la misma, precisamente como garantía de privacidad tratándose del patrimonio de los familiares y como defensa de la propia integridad física y moral del sujeto obligado.

En efecto, la ley prevé la potestad de declarar o no el patrimonio y demás bienes y derechos de los familiares cercanos, pero existe el imperativo moral, y tal es el espíritu de la transparencia, de incluir la información, con la seguridad de que no se hace pública, sino que se mantiene en reserva, y solo con autorización judicial se puede hacer pública.

Con lo anterior señalamos una probable interpretación errónea de la obligación de transparencia por parte de la Secretaria de Innovación y Desarrollo Económico del Poder Ejecutivo del Estado, reiterando que la funcionaria confunde las nociones jurídicas de la obligación de la Declaración 3 de 3, que debe ser completa y, en su caso, ejercer su derecho a decidir qué tipo de información NO DEBE SER PUBLICADA, siempre que se trate, en efecto, de la situación patrimonial, fiscal y de interés de sus familiares, pero en ningún caso la información que corresponda a ella en lo personal.”
Al tenor de lo anterior, la Comisión de Transparencia  y Acceso a la Información Pública, después de entrar al estudio de las observaciones de mérito, tiene a bien formular las siguientes:
C O N S I D E R A C I O N E S

I.- Al analizar las competencias de este Alto cuerpo Colegiado, quienes integramos esta Comisión, no encontramos impedimento alguno para conocer del presente asunto. 

II.- Como se desprende de los antecedentes, la Diputada Iniciadora fundamenta su propuesta en las declaraciones patrimoniales y de intereses que deben presentar los servidores públicos al inicio de su mandato, de acuerdo a lo establecido en la Ley General de Responsabilidades Administrativas.
En este sentido, la Iniciativa en estudio va encaminada a exhortar a la Secretaría de la Función Pública a fin de que emita su opinión respecto de si las declaraciones citadas de los miembros del gabinete del Poder Ejecutivo, cumplieron con los requisitos exigidos por la Ley.
III.- Es importante mencionar como antecedente, que el día veintisiete de mayo del año dos mil quince, se promulga la reforma constitucional que crea el Sistema Nacional Anticorrupción, el cual tiene como finalidad establecer las bases para el funcionamiento nacional y estatal, de diversos órganos que servirán de control para ir trabajando en la erradicación de la corrupción.
Esta reforma se origina tomando en cuenta las exigencias de una corriente ciudadana que tuvo como idea exigir al Congreso de la Unión y al Presidente de la República aprobar algunas cuestiones que se contenían en una Iniciativa que fue popularmente conocida como “Ley  3 de 3”, en la cual se mencionaba que todos los servidores públicos a nivel federal, estatal y municipal, debían de cumplir con el requisito de realizar sus declaraciones patrimoniales, fiscales y de interés al momento de iniciar su cargo y al momento de dejarlo, y que estas debían ser transparentes y públicas, a fin de que la población tuviera conocimiento y acceso a las mismas.
Pero este fue solo el inicio de la creación de un Sistema Nacional Anticorrupción, que siguió con la promulgación el día dieciocho de julio del año dos mil dieciséis, de diversas leyes generales que buscan establecer las bases del mencionado Sistema, entre ellas la Ley General de Responsabilidades Administrativas, que es el ordenamiento que establece que las declaraciones patrimoniales, de conflictos de intereses y fiscales de los servidores públicos de todos los órdenes de gobierno, deben de realizarse de manera transparente y pública. 
IV. Sin embargo, cabe aclarar que dicha Ley General no obliga a los funcionarios públicos de las entidades federativas, y además aún no tiene vigencia según lo establecido en sus artículos transitorios, en los cuales se indica lo siguiente:
“Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, sin perjuicio de lo previsto en los transitorios siguientes. 
Segundo. Dentro del año siguiente a la entrada en vigor del presente Decreto, el Congreso de la Unión y las Legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán expedir las leyes y realizar las adecuaciones normativas correspondientes de conformidad con lo previsto en el presente Decreto. 
Tercero. La Ley General de Responsabilidades Administrativas entrará en vigor al año siguiente de la entrada en vigor del presente Decreto. En tanto entra en vigor la Ley a que se refiere el presente Transitorio, continuará aplicándose la legislación en materia de Responsabilidades Administrativas, en el ámbito federal y de las entidades federativas, que se encuentre vigente a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto.”
En base a lo anterior, podemos establecer que a la fecha, los funcionarios públicos del Estado no están obligados por ninguna Ley a dar cumplimiento a las disposiciones que establece como fundamento la Iniciadora.

V.- No obstante, en aras de preservar la transparencia, quienes integramos esta Comisión en reunión que celebramos el día once de abril del año en curso, acordamos enviar un oficio dirigido a Rocio Stefany Olmos Loya, Titular de la Secretaría de la Función Pública, a fin de que nos dé su posicionamiento respecto de si las declaraciones de los miembros del gabinete del Poder Ejecutivo del Estado de Chihuahua, cumplen con los requisitos establecidos por la Ley vigente. Dicha respuesta al documento citado, se recibió el día nueve de mayo del presente año, mediante el oficio SFP/611/2017, en la cual manifiesta la Secretaría que:

 “la declaración de la situación patrimonial, conflicto de intereses y fiscal, realizada y publicada en el portal del Instituto Mexicano para la Competitividad (IMCO), por los miembros del gabinete del Ejecutivo Estatal y del propio Gobernador del Estado, fue de manera voluntaria, ya que a la fecha en el Estado de Chihuahua no existe obligación normativa para ello, sin embargo con la finalidad de mantener un gobierno transparente realizaron esta publicación.” 
Sigue declarando la funcionaria, en relación a la solicitud en particular de la Iniciativa, sobre si las declaraciones de los integrantes del gabinete cumplen con los requisitos establecidos en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Chihuahua:

 “que los miembros del Poder Ejecutivo han dado cabal cumplimiento a esta obligación en los plazos y términos que señala la Ley estatal referida, a través de los formatos establecidos en el sistema de e-declaración” 
 Y además finaliza con lo siguiente:

“la Ingeniero Alejandra de la Vega Arizpe, Secretaria de Innovación y Desarrollo Tecnológico, no obstante que cumplió con este requerimiento tal y como lo establece la normativa aplicable en el Estado, adicionalmente opto por presentar su declaración de situación patrimonial ante Notario Público”.
Es por lo anterior, que los integrantes de esta Comisión estimamos que las pretensiones de la iniciadora se encuentran satisfechas, en virtud de la respuesta recibida por la Secretaría de la Función Pública y con base a los razonamientos establecidos en el cuerpo del presente dictamen.
VI.- Por las consideraciones antes expuestas, sometemos a la consideración del Pleno el presente dictamen con el carácter de
ACUERDO

ÚNICO. La Sexagésima Quinta Legislatura del H. Congreso del Estado, declara satisfecha la Iniciativa que propone exhortar a la Secretaría de la Función Pública a que emita un informe sobre si las declaraciones presentadas por los miembros del gabinete del Poder Ejecutivo del Estado cumplen con los requisitos y datos exigidos por la Ley, ello, en virtud que a la fecha no son exigibles por la normatividad vigente.
ECONÓMICO.- Aprobado que sea, túrnese a la Secretaría para los efectos legales conducentes.
Dado en el Recinto Oficial del Poder Legislativo, en la Ciudad de Chihuahua, Chihuahua, a los veinticinco días del mes de mayo del año dos mil diecisiete.
Así lo aprobó la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en reunión de fecha veinticuatro de mayo del año dos mil diecisiete.
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Esta hoja de firmas pertenece al Dictamen que recae a la Iniciativa presentada por la Diputada María Isela Torres Hernández, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, mediante la cual propone exhortar a la Secretaría de la Función Pública, a que se pronuncie legalmente sobre si las declaraciones presentadas por los miembros del gabinete del Poder Ejecutivo del Estado cumplen con los requisitos y datos exigidos por la ley.
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